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sestimar el recurso por hallarse ajustada a Derecho la
resolución administrativa impugnada». Y esto se hace
a los seis meses de ser firme la Sentencia y sin que
la parte demandada, la Administración Pública represen­
tada por el Abogado del Estado, solicitara aclaración
alguna de la Sentencia que había consentido.

2. Naturalmente que, a la vista de las circunstancias
en las que se ha dictado el Auto impugnado y del con­
tenido del mismo. el Abogado del Estado en su escrito
de alegaciones no se opone a la estimación del amparo
y el Ministerio Fiscal solicita la estimación del recurso
de amparo. El primero entiende que no se ha presentado
escrito alguno de aclaración. puesto que a él corresponde
únicamente la representación del Estado en el proce­
dimiento. y no la ha solicitado. y que, en realidad. tam­
poco el Inspector Jefe de Tributos lo ha hecho puesto
que se ha limitado a hacer unas consideraciones y
comentarios «por si el Magistrado destinatario del oficio
estima posible una eventual rectificación del fallo».

El Ministerio Fiscal pone de relieve que en el presente
caso no se han cumplido ninguno de los requisitos exi­
gidos por los arts. 267 de la L.O.P.J. y 363 de la L.E.C.,
ni de forma ni de fondo. para la posibilidad de una acla­
ración de Sentencia como la que se ha producido en
este supuesto.

3. Por tanto, al no existir ningún escrito procesal
por el que se interese por alguna de las partes en el
proceso la aclaración de la Sentencia que puso fin al
procedimiento contencibso-administrativo del que trae
causa el presente recurso de amparo. no es necesario
recordar la doctrina de este Tribunal relativa a lo que
puede hacerse a través del 'llamado impropiamente recur­
so de aclaración. Nuestra jurisprudencia está referida
siempre a supuestos en los que, desbordando o no los
fines de la vía que contemplan los arts. 267 de la L.O.P.J.
y 363 de la L.E.C.. para que. declarada la inmodifica­
bilidad de las sentencias. puedan los Jueces y Tribunales
después de firmarlas «aclarar algún concepto oscuro o
suplir cualquier omisión que contengan»; pero si. como
ocurre en el presente caso, falta el soporte procllsal -el
escrito de aclaración presentado por alguna de las par­
tes- para que podamos examinar si se han cumplido
o no los requisitos relativos a una actuación procesal
que no se ha producido, sería superfluo e incluso con­
tradictorio entrar en el análisis de lo que. al no existir
en el procedimiento. no puede ser objeto de examen
alguno.

Nos basta, pues, para estimar el presente recurso
de amparo, recordar que la inmodificabilidad de las sen­
tencias que proclama el art. 267.1 de la L.O.P.J.. forma
parte de la tutela judicial efectiva garantizada por el arto
24 de la Constitución. Así lo hemos declarado en nume­
rosas sentencias' que podemos resumir en la doctrina
contenida en el fundamento jurídico 1.° de la STC
23/1994, que dice lo siguiente: «La inmodificabilidad
en lo sustancial de las resoluciones judiciales firmes
-que garantiza a los que han sido partes en un proceso
que las resoluciones judiciales firmes dictadas en el mis­
mo no serán alteradas- integra el contenido del derecho
a la tutela judicial efectiva. De modo que si el órgano
judicial, fuera del cauce del correspondiente recurso,
modificase una Sentencia. vulneraría el derecho funda­
mental del justiCiable a la tutela judicial; ya que la pro­
tección judicial carecería de' eficacia si se permitiera rea­
brir un proceso ya resuelto por Sentencia firme (SSTC
119/1988.231/1991,142/1992)>>.

El Auto impugnado vulnera. por tanto. el derecho fun­
damental de la recurrente en amparo a la tutela judicial
efectiva y para restablecerla en su derecho, como manda
el arto 41.3 de nuestra Ley Orgánica. procede anular
el Auto impugnado. sin que pueda extenderse la nulidad

que acordamos. como solicita el Abogado del Estado
en sus alegaciones. a la Sentencia que en razón de dicha
nulidad recobra la firmeza que fue declarada por la Sec­
ción por providencia de 7 de septiembre de, 1992. De
no hacerse así. además de contradecir la propia argu­
mentación del Abogado del Estado que se basa, pre­
cisamente. en que él no interpuso recurso alguno contra
dicha Sentencia. se producirían unas consecuencias con­
trarias a los efectos propios de la nulidad del Auto impug­
nado que, solicitada por todos los intervinientes en el
presente recurso de amparo. no son otros que la firmeza
de la Sentencia indebidamente aclarada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el presente recurso de amparo y, en con­
secuencia:

1.° Reconocer el derecho de la demandante a la
tutela judicial efectiva.

2.° Anular el Auto de la Sección Cuarta de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Cataluña de 3 de diciembre de 1992
(recurso núm. 152/91 l.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado». '

Dada en Madrid, a tres de julio de mil novecientos
noventa y cinco.-José Gabaldón López.-Fernando Gar­
cía-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendizábal
Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y rubri­
cados.

18449 Sala Segunda. Sentencia 107/1995, de 3 de
julio de 1995. Recurso de amparo 368/1993.
Contra Auto del Juzgado de lo Social núm. 1
de Vizcaya y el previo acto de conciliación,
recaídos en procedimiento de despido. Invo­
cación formal del derecho vulnerado: falta.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta 'por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y GOl'lzález-Regueral. don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos, don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón. Magistrados, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 368/93 promovido
por don José Luis Llano Benito y doña Pilar Mota Valien­
te, representados por el Procurador de los Tribunales
don Luis Pulgar Arroyo y asistidos del Letrado don Fede­
rico Victoria de Lecea. contra el Auto del Juzgado de
lo Social núm. 1 de Vizcaya. de 14 de enero de 1993,
y el previo acto de conciliación celebrado el día 23 de
octubre de 1992. recaídos en procedimiento de despido.
Ha comparecido el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente
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el Magistrado don Julio Diego González Campos. quien
expresa al parecer de la Sala.

l. Antecedente's

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 11 de febrero' de 1993 el Procurador de los Tri­
bunales don Luis Pulgar Arroyo. en nombre y represen­
tación de don José Luis Uano Benito y doña Pilar Mota
Valiente. interpuso recurso de amparo contra el Auto
del Juzgado de lo Social núm. 1 de Vizcaya, de 14 de
enero de 1993. y el previo acto de conciliación celebrado
el día 23 de octubre de 1992.

2. La demanda se basa en los siguientes hechos:

A) Formulada demanda por despido contra los aho­
ra recurrentes y don Alberto Solueta Gorordo. el Juzgado
de lo Social núm. 1 de Vizcaya la admitió a trámite y
citó a las partes para los actos de conciliación y juicio.
en su caso. el día 26 de octubre de 1992. No obstante.
el día 23 comparecieron ante el órgano judicial la actora
y como parte demandada el Sr. Solueta Gorordo. quien
manifestó actuar en nombre y representación de la «Co­
munidad de Bienes Pilar Mota Valiente y otros... cele­
brándose el oportuno acto de conciliación con avenencia.
en cuya virtud la empresa reconocia la improcedencia
del despido y se comprometía a abonar la suma de
333.343 ptas. por la extinción y finiquito de la relación
laboral. '

B) En comparecencia que tuvo lugar el dío 26 los
recurrentes solicitaron la anulación del acuerdo. tras
manifestar que la Comunidad de bienes no había sido
demandada. ni es su representante el Sr. Solueta contra
quien habían interpuesto querella criminal Y. por, tanto.
no les debía afectar lo convenido.

Tramitada la petición como un incidente. el Juzgado
de lo Social por Auto de 17 de noviembre de 1992
acordó. con base en los arts. 67.1 y 84.5 de la Ley
de Procedimiento Laboral. que no procedía declarar la
nulidad del acto de concilioción. dada la inidoneidad del
trámite incidental planteado. sin perjuicio de que las par­
tes en plazo de doce días desde la notificación de la
resolución pudieran impugnarlo adecuadamente. «toda
vez que aunque el plazo formalmente habría caducado.
este Juzgado no pudo resolver en 'este sentido con ante­
rioridad contánr;lose el plazo de quince días a partir de
la comparecencia efectuada el día 26 de octubre por
los días que aún restarían desde que el acto de con­
ciliación fue celebrado el día 23 de octubre.. (razona­
miento jurídico 3.°).

C) Notificado el día 20 de noviembre. el 2 de diciem­
bre siguiente presentaron ante el Juzgado de lo Social
escrito impugnando el acta de conciliación. en el que
después de relatar como antecedentes las vicisitudes
procesales antes expresadas y concretar cinco motivos
de impugnación. suplicaban «previo recibimiento del inci­
dente a prueba acuerde dictar Auto por el que con esti­
mación del presente escrito de impugnación anule el
acto de conciliación efectuado en las presentes actua­
ciones. señalando día y hora para la celebracióh del juicio
orab•.

D) Por providencia de 4 de diciembre de 1992 el
Juzgado de lo Social declaró firme la conciliación.

Se plantea -razonaba el Magistrado- «como un inci­
dente. cuando ya en Auto de fecha 17 de noviembre
de 1992 se indicaba que el trámite incidental no era
el adecuado sino que de conformidad con lo dispuesto
en el arto 84.5 L.P.L con remisión al art. 67.1. el trámite
a seguir es el del ejercicio de la acción de nulidad por
las causas que invaliden los contratos (art. 477 de la

Ley de Enjuiciamiento Civil) acudiendo al Código Civil
como norma común de la laboral sustantiva .... mediante
la interposición de la correspondiente demanda ante el
Juzgado que concilió. y habida cuenta que el plazo de
doce días concedidc para su ejercicio ha transcurrido.
siendo este plazo de caducidad ...... '

Recurrida en reposición. arguyendo exclusivamente
la infracción de los arts. 303 y 304 de la Ley de Enjui­
ciamiento Civil (L.E.C.). el recurso fue desestimado por
'Auto de 14 de enero de 1993. El escrito de impugnación
--insistía el Magistrado- en modo alguno puede ser teni­
do como una demanda ejercitando acción de nulidad
y; por otro lado. el plazo de caducidad expiró el 4 de
diciembre.

3. La demanda de amparo formalmente se dirige
contra el Auto antes expresado y el acta de conciliación
celebrada el día 23 de octubre de 1992. Estima. en
primer lugar. vulnerado el art. 24.1 C.E.• porque el escrito
de impugnación cumple los requisitos del art. 80 L.P.L.
(designa el órgano ante quien se presenta y los deman­
dantes. enumera los hechos y consta la súplica que se
ejercita) y. aunque pida recibir el incidente a prueba.
también solicita que se cite a las partes al acto del juicio.
No especifica contra quién se dirige. pero las partes eran
conocidas por al Juzgado. el cual. a tenor del art. 81
L.P.L.. debió haber advertido tales errores u omisiones
para su subsanación.

En segundo lugar. se infringe el principio de seguridad
jurídica reconocido en el arto 9.3 C.E. en relación con
los derechos a la tutela judicial efectiva. a un proceso
con todas las garantías y a utilizar los medios de prueba
pertinentes para la defensa. Habiéndose citado a los
demandados para la celebración de los actos de con­
ciliación y juicio. en su caso. para el día 26 de octubre
de 1992. ese día se comunica a los recurrentes que
el juicio no se celebraba porque previamente se había
alcanzado un acuerdo de conciliación entre la deman­
dante y el otro codemandado. Es más. admite su repre­
sentación en nombre de una supuesta Comunidad de

" bienes. que no consta en el escrito de demanda ni se
acredita. incumpliendo por tanto el arto 18 LP.L

Interesa. por ello. la nulidad de los actos impugnados.

4. La Sección Tercera por providencia de 26 de abril
de 1993 acordó. de COnformidad con lo dispuesto en
el arto 50.3 LOTC. conceder a los solicitantes de amparo
y al Ministerio Fiscal un plazo común de diez días para
formular las alegaciones que estimasen pertinentes en
relación con la carencia manifiesta de contenido cons­
titucional de la demanda.

La representación de los recurrentes interesó su admi­
sión a trámite porque reunra todos los presupuestos pro­
cesales. También la solicitó el Fiscal ante el Tribunal
Constitucional. El examen del segundo motivo de amparo
-aducía- es subsidiario del primero. El Juzgado ni siquie­
ra se ha pronunciado sobre la nulidad del acto de con­
ciliación al haber entendido que no se impugnó ade­
cuadamente y. por tanto. deviene imposible un 'pronun­
ciamiento al respecto en esta vra. porque si no prospera
el primer motivo concurrirra en el segundo una doble
causa de inadmisibilidad (extemporaneidad y falta de
agotamiento de la vía judicial imputable a la impericia
de la parte) Y. si prospera. el órgano judicial habría de
pronunciarse previamente sobre el fondo de la cuestión.
Sin embargo. a priori el razonamiento para inadmitir el
escrito de impugnación del acto de conciliación parece
derivar de una interpretación enervante. formalista y des­
proporcionada de las normas procesales aplicables.

5. La Sección por providencia de 18 de junio de
1993 acordó admitir a trámite la demanda de amparo
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y, en aplicación del arto 51 LOTC, interesar del Juzgado
de lo Social núm. 1 de Vizcaya la remisiqn de certificación
o fotocopia adverada de las actuaciones, así como la
práctica de los correspondientes emplazamientos.

La Sección por providencia de 28 de octubre de 1993
acordó acusar recibo al órgano judicial de las actuaciones
remitidas y dar vista de las mismas a la parte recurrente
y al Ministerio Fiscal por plazo común de veinte días
para presentar las alegaciones que estimen pertinentes,
conforme determina el arto 52.1 LOTC.

6. La representación de los recurrentes reiteró, en
síntesis, lo ya manifestado en el inicial escrito de
demanda. "

7. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional solicitó
la concesión del amparo porque las resoluciones recurri-'
das han vulnerado el arto 24.1 C.E. y, en consecuencia,
debe anularse la providencia de 4 de diciembre de 1992

, y el Auto de14 de enero de 1993 dictados por el Juz­
gado de lo Social y que éste ofrezca a los recurrentes
la posibilidad de subsanar los defectos de su escrito
de impugnación o les conceda nuevo plazo para for­
mulario cón indicación expresa de la clase de proceso
declarativo que entiende pertinente.

Tras reconstruir los antecedentes y fundamentación
jurídica de la demanda y raiterar la imposibilidad de pro­
nunciarse sobre el segundo de los agravios suscitados,
estima que procede analizar las siguientes cuestiones:
a) Si el Juzgado cometió un error esencial en el cómputo
del plazo; b) Si es enervante, formalista y despropor­
cionada su elección de la vía impugnatoria de la acción
de nulidad, rechazando la incidental; c) Si debió permitir
la subsanación del error cometido por la parte o si la
culpa correspondió a ésta. que ya había sido advertida
del trámite impugnatorio en el Auto de 17 de noviembre
de 1992; d) Si en- todo caso el escrito impugnatorio
cubría la ratio de la pretensión, por lo que se primaba
una forma accidental frente a un contenido esencial.

La integración sistemática de los arts. 67.1 y 84.5
L.P.L. convierte en razonable la tesis del Juzgado y la
parte no discrepó, al menos expresamente. de este cri- •
terio. Por tanto, la ,acción de' nulidad debió tramitarse
por el correspondiente juicio declarativo, que por razón
de la cuantía (333.343 ptas.; sería el de cognición (De­
creto de 21 de noviembre de 1952). Pero el órgano
judicial no precisó tales extremos, citó los preceptos ni
indicó los trámites.

Ciertamente el escrito de impugnación no cumple
todos los requisitos de este tipo de demandas (arts. 26
a 29 del referido Decreto). pero examinado su contenido.
máxime teniendo en cuenta que los recurrentes carecían
de asistencia letrada, debe concluirse que la inadmisión
sin posibilidad de subsanar los aspectos formales defi­
cientes. resulta enervante, formalista y desproporciona­
da. Todo ello conforme a reiterada jurisprudencia de este
Tribunal en supuestos de inadmisión de recursos (SSTC
239/1991 y 247/1991).

El Juzgado de .10 Social afirmó también que el escrito
de impugnación se había presentado fuera de plazo. Ex
arto 84.5 LP.L. este plazo es de quince días a contar
desde la celebración del acto de conciliación que se
intenta impugnar y en este caso desde que los recurren­
tes tuvieron conocimiento de ello -el 26 de octubre
de 1992-. La concesión de un plazo de sólo doce dlas
es enervante. formalista V contraria al espíritu del arto
84.5 L.P.L. y al derecho al recurso (art. 24.1 C.E.). Aunque
los recurrentes no lo impugnaron, no queda desvirtuado
el reprobable comportamiento procesal del Juzgado,
pues no litigaban con asistencia letrada. El Juzgado ade­
más inCurrió en un notorio error patente en el cómputo
del plazo concedido, ya que el escrito se presentó el

2 de diciembre de 1992, fecha en la que, aun en el
errado cómputo del Juzgado, estarfa deducido en plazo.

7. Por providen.ia de 29 de junio de 1995 se señaló
para deliberación y fallo el día 3 de julio siguiente.

11. Fundamentos jurfdicos

1. La demanda de amparo imputa, ~n primer lugar,
al referido Auto del Juzgado de lo Social de 14 de enero
de 1993 haber vulnerado el arto 24.1 C.E.. porque de
modo rigorista niega una resolución sobre el fondo de
la pretensión ejercitada -la anulación del acto de con­
ciliación celebrado' el 23 de octubre de 1992-, sin per­
mitir subsanar los defectos formales deslizados en el
escrito en que así se interesaba. En segundo término,
estima que las circunstancias en que se obtuvo la ave­
nencia lesionan los arts. 9.3 y 24.1 C.E.. así como los
derechos a un proceso con todas las garantías y a utilizar
los medios de prueba pertinentes para la defensa reco­
nocidos en el arto 24.2 C.E.

2. Procede, sin embargo, examinar antes la causa
de inadmisibilidad, que ahora sería de desestimación,
prevista en el art. 44.1 c) LOTC. No es óbice para ello
que la demanda fuera admitida tras la apertura del trá­
mite previsto en el arto 50.3 LOTC. Los defectos Insub­
sanables de que pudiera estar afectado el recurso de
amparo no resultan sanados porque la demanda haya
sido inicialmente admitida, de forma que la comproba­
ción de los presupuestos procesales para la viabilidad
de la acción puede siempre abordarse o reemprenderse
en la Sentencia, de oficio o a instancia de parte (SSTC
90/1987 y 50/1991). Sin perjuicio de que la resolución
preliminar de admisión dictada después de la sustan­
ciación de dicho incidente puede adoptarse con el fin
de posponer la consideración de los vicios a una fase
ulterior del procedimiento por razones que así lo acon­
sejen (STC 90/1987), no precluye que los llamados al
proceso los ,denuncien en la primera ocasión en que
pueden hacerlo, pues de lo contrario se privaría a la
parte proponente de ejercer su derecho a oponer a la
admisibilidad del recurso todas aquellas objeciones pro­
cesales que convengan a su defensa, ni tampoco el deber
de este Tribunal de examinarlos ex officio, como se cuida
de señalar el art. 84 LOTC (SSTC ~7/1982, 53/1983,
2/1984, 21/1984y 92/1984).

3. La exigencia de invocación en el proceso previo
del derecho constitucional vulnerado responde a la nece­
sidad de preservar la naturaleza subsidiaria del recurso
de amparo, dando oportunidad al juzgador ordinario para
que restaure la vulneración de derechos fundamentales
que hubiera podido producirse y, aunque no exige inex­
cusablemente la cita concreta y numérica del precepto
constitucional presuntamente lesionado, ni siquiera la
mención de su nomen iuris, sí requiere, al menos, una
suficiente acotación del contenido del derecho violado
que permita a los órganos judiciales pronunciarse sobre
las infracciones aducidas (SSTC 164/1989 y 176/1991,
por todas), De otro lado, el momento procesal oportuno
para efectuar la invocación en el previo procedimiento
judicial es el inmediatamente subsiguiente a aquél en
que sobreviene la pretendida lesión, sin perjuicio en su
casó de reiterarla en la posterior cadena de recursos
(STC 171/1992 y AATC 128/1981, 173/1983 y
582/1984).

4. Aplicando la anterior doctrina al presente caso,
sin duda las pretendidas lesiones de derechos funda-
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mentales serfan imputables a la providencia dictada por
el Juzgado de lo Social en 4 de diciembre de 1992.
que inadmitió el escrito impugnando el actl) de con­
ciliación y declaró su firmeza Y. por tanto. ya al recurrirla
en reposición debieron invocarse tales vulneraciones. El
examen de las actuáciones revela. sin embargo. que
entonces únicamellte se denunció la infracción de los
arts. 303 y 304 L.E.C. Por lo que ha de estimarse que
los recurrentes no adujeron ninguno de los ag~avios aho­
ra suscitados eh el momento procesal oportuno Y. con­
siguientemente. no permitieron al órgano jurisdiccional
repararlos.

, La demanda. pue$.incurrre en el defecto procesal
insubsanable que contempla el arto 44.1 cl LOTC y ello
conduce necesariamente a su desestimación sin, nece­
sidad de anal,izar la cuestión de fondo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE lE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo..

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a tres de julio de mil novecientos
noventa'y cinco.--'José Gabaldón López.-Fernando Gar­
cía-Mon y González-Regueral.':"Rafael de Mendizábal
Allende.-Julio Diego González Campos.-earles Viver
Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y rubri­
cados.
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